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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 18 DE MAYO AL 15 DE JUNIO DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

MAYO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016930  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 18 de mayo de 2018 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXIV/2018 (10a.)  
 
INFORMACIÓN PÚBLICA EMITIDA POR EL ESTADO. REQUISITOS PARA SU DIFUSIÓN. 
 
En aquellos casos en los que el derecho a ser informado pueda entrar en conflicto con el derecho 
al honor o reputación de una persona o personas, la decisión de la autoridad sobre la difusión de 
cierta información debe basarse en el cumplimiento de los requisitos siguientes: 1) La información 
emitida por el Estado, sus instituciones o funcionarios, debe ser de interés público, de relevancia 
pública o de interés general, lo que se cumple si contiene temas de trascendencia social, o bien, 
versa sobre personas de impacto público o social, es decir, aquellas que ejerzan o pretendan 
ejercer un cargo público; lleven a cabo actividades socialmente notorias; desarrollen alguna 
actividad política; por su profesión; por su relación con un caso importante; por su trascendencia 
en el sistema económico; por alguna relación con la sociedad; así como por otras igualmente 
relevantes para la sociedad y para el desarrollo de la democracia. 2) Debe ser veraz, es decir, debe 
reflejar una diligente difusión de la verdad, ya sea porque la autoridad emisora de la información 
utilice investigaciones, datos, informes o estadísticas oficiales que le sean propios, o bien, de otras 
autoridades, así como por aquellos hechos notorios para la sociedad, sin que la veracidad exija la 
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demostración de una verdad contundente y absoluta, sino una certera aproximación a la realidad 
en el momento en que se difunde, aun cuando por el transcurso del tiempo sea desmentida o no 
pueda ser demostrada debido a la importancia y trascendencia que representa en ese momento. 
3) Debe ser objetiva e imparcial, esto es, se requiere que carezca de toda intervención de juicios o 
valoraciones subjetivas que puedan considerarse propias de la libertad de expresión y que, por 
tanto, no tenga por fin informar a la sociedad sino establecer una postura, opinión o crítica 
respecto a una persona, grupo o situación determinada. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votaron contra algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez Cosío. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016929  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 18 de mayo de 2018 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVIII/2018 (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑO PERSONAL POR LA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ESTADO. 
PARÁMETROS QUE DEBEN CONSIDERARSE PARA EL CÁLCULO DE SU MONTO POR EL DAÑO 
CAUSADO A UN MENOR. 
 
El daño personal generado a un menor por negligencia médica, se traduce en una afectación 
directa a su bienestar físico que, a su vez, deriva en limitantes para llevar a cabo un proyecto de 
vida, así como para hacerse de ingresos suficientes, con lo cual, existe un lucro cesante; de ahí que 
la indemnización relativa debe cubrir el costo total del daño causado, entendido como el pago por 
los costos generados, así como por los que seguirán generándose en caso de que se trate de un 
daño de carácter permanente, debiendo contabilizarse también el costo de oportunidad de todas 
aquellas actividades que el afectado no podrá llevar a cabo durante su vida. Así, es necesario 
considerar las limitaciones al acceso a un empleo, a las posibilidades de tener medios de 
subsistencia y a otras cuestiones que constituyen el plan de vida de una persona, para cuyos 
efectos es necesario considerar la edad de la víctima, su expectativa de vida, su historial y 
atributos específicos, así como el tipo de daño causado. En ese sentido, la reparación integral debe 
remediar el daño causado, para lo cual, será necesario: a) definir el tipo de incapacidad en 
atención a criterios científicos, incluyendo el perjuicio causado al menor y cómo el daño impacta 
en su expectativa de vida; y, b) tomar en consideración la situación socioeconómica del menor al 
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momento en el que se generó el daño, para lo cual, se calculan el costo de los alimentos para su 
manutención y cuidado durante toda su vida. Por tanto, el monto de la indemnización debe 
calcularse tomando como punto de partida su situación económica y su nivel de vida, para lo cual, 
se definen como parámetro de cálculo los alimentos que percibía al momento en que se generó el 
daño, cantidad que posteriormente debe multiplicarse por su esperanza de vida.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 18/2015. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Etienne Maximilien Luquet Farías, Raúl Carlos Díaz Colina y Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016917  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 18 de mayo de 2018 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVII/2018 (10a.)  
 
DAÑO PERSONAL CAUSADO POR LA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ESTADO. PARÁMETROS DE 
REPARACIÓN EN TÉRMINOS DEL DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN CUANDO SE TRATA DE UN 
MENOR. 
 
La reparación del daño deriva del derecho a la justa indemnización, el cual se encuentra 
reconocido en el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como en los artículos 1o. de la propia Norma Suprema y 63, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Cabe destacar que el derecho referido ha sido ampliamente 
desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), señalando que es un 
principio de derecho internacional que toda violación a una obligación internacional que haya 
producido un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. En ese sentido, una justa 
indemnización implica el restablecimiento de la situación anterior, y de no ser esto posible, la 
fijación del pago de una indemnización como compensación por los daños ocasionados al surgir el 
deber de reparar. Cuando se trata de un menor, la reparación debe, en la medida de lo posible, 
anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido 
con toda probabilidad si el acto no se hubiera cometido. Conforme a la interpretación realizada 
por la CIDH respecto del derecho de reparación, el daño causado es el que determina la 
indemnización, y su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado, de manera que las 
reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus 
sucesores. Por tanto, la indemnización ha de concederse de forma apropiada y proporcional a las 
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circunstancias de cada caso, atendiendo: (a) al daño físico; (b) a la pérdida de oportunidades, en 
particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; (c) a los daños materiales y la pérdida 
de ingresos, incluido el lucro cesante; y (d) a los gastos de asistencia jurídica o de expertos, 
medicamentos y servicios médicos, así como psicológicos y sociales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 18/2015. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Etienne Maximilien Luquet Farías, Raúl Carlos Díaz Colina y Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016907  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 18 de mayo de 2018 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XXXIX/2018 (10a.)  
 
AMPARO ADHESIVO. EL ANÁLISIS DE LAS VIOLACIONES PROCESALES ÚNICAMENTE PROCEDE 
CUANDO SE ENCUENTREN VINCULADAS CON LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS AL 
AMPARO PRINCIPAL QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO CONSIDERE FUNDADOS. 
 
En diversos precedentes, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
juicio de amparo adhesivo constituye una acción accesoria y excepcional que permite ejercer su 
defensa a quien resultó favorecido con la sentencia reclamada, con la intención de concentrar en 
la medida de lo posible las afectaciones procesales que se ocasionaron o pudieron ocasionar, para 
evitar retrasos injustificados y dar celeridad al procedimiento. Sin embargo, el hecho de que el 
tribunal de amparo esté obligado a analizar la totalidad de las violaciones procesales no implica 
que en el amparo adhesivo las pueda analizar desvinculadamente de los conceptos de violación 
propuestos en el juicio de amparo principal, independientemente de que el adherente las haga 
valer o de que las advierta en suplencia de la queja deficiente, sino que, conforme a los 
lineamientos establecidos en la jurisprudencia P./J. 11/2015 (10a.), deberá analizar conjuntamente 
los aspectos planteados en el amparo principal y en el adhesivo, por lo que sólo en el caso de que 
los conceptos de violación relativos al juicio de amparo principal sean fundados, el tribunal podrá 
verificar los motivos de inconformidad expuestos en el adhesivo y determinar si existe una 
violación procesal que pudiera perjudicar al adherente, de conceder el amparo principal. De 
analizar directamente las violaciones procesales hechas valer en el amparo adhesivo o de hacerlo 
oficiosamente, sin verificar si se encuentran relacionadas con los conceptos de violación expuestos 
en el amparo principal o sin tomar en cuenta que de conceder el amparo en el principal, las 
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violaciones procesales podrían o no afectar las defensas del adherente, no sólo implica soslayar la 
naturaleza excepcional y accesoria del juicio de amparo adhesivo, sino que además procedería en 
contravención al principio de impartición de justicia pronta y expedita tutelado por el artículo 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues podría ocasionar que la solución 
de un asunto se retrase innecesariamente, a efecto de reparar una violación procesal que carezca 
de relación con los conceptos de violación del amparo principal o bien, aun cuando se trate de un 
tema vinculado, resulte que los argumentos expuestos en el principal son infundados. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7028/2017. Instituto Mexicano del Seguro Social. 11 de abril de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Amparo directo en revisión 7189/2017. Instituto Mexicano del Seguro Social. 11 de abril de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores. 
 
Amparo directo en revisión 7049/2017. Instituto Mexicano del Seguro Social. 11 de abril de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 11/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 22 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, página 31, 
con el título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
ESTUDIAR TANTO LA PROCEDENCIA COMO LOS PRESUPUESTOS DE LA PRETENSIÓN, PARA 
DETERMINAR SI ES FACTIBLE SOBRESEER EN ÉL, DEJARLO SIN MATERIA, NEGARLO O 
CONCEDERLO." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016903  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 18 de mayo de 2018 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 46 /2018 (10a.)  
 



 

6 
 

ACTOS, OPERACIONES O SERVICIOS BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL CUANDO SE 
REALIZA PARA CUMPLIR COMPROMISOS INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO). 
 
El precepto referido al prever que las instituciones de crédito deberán suspender de forma 
inmediata la realización de actos, operaciones o servicios con los clientes o usuarios que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público les informe mediante una lista de personas bloqueadas, 
contiene una medida cautelar de índole administrativa, la cual, para ser válida en relación con el 
principio constitucional de seguridad jurídica, de su regulación habrá de advertirse respecto de 
qué tipo de procedimiento jurisdiccional o administrativo se implementa. En consecuencia, debe 
realizarse una interpretación conforme del artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito a 
efecto de que sea acorde con el principio constitucional mencionado, de la siguiente manera: a) La 
atribución únicamente puede emplearse como medida cautelar relacionada con los 
procedimientos relativos al cumplimiento de compromisos internacionales asumidos por nuestro 
país, lo cual se actualiza ante dos escenarios: i) Por el cumplimiento de una obligación de carácter 
bilateral o multilateral asumida por México, en la cual se establezca de manera expresa la 
obligación compartida de implementar este tipo de medidas ante solicitudes de autoridades 
extranjeras; o ii) Por el cumplimiento de una resolución o determinación adoptada por un 
organismo internacional o por una agrupación intergubernamental, que sea reconocida con esas 
atribuciones por nuestro país a la luz de algún tratado internacional. b) Sin embargo, la atribución 
citada no puede emplearse válidamente cuando el motivo que genere el bloqueo de las cuentas 
tenga un origen estrictamente nacional, pues al no encontrarse relacionada con algún 
procedimiento administrativo o jurisdiccional específico, resultaría contraria al principio de 
seguridad jurídica.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 806/2017. Claudio Felipe Mendoza García. 21 de febrero de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero 
Tagle. 
 
Amparo en revisión 1150/2017. José Antonio Altamirano Ojeda. 14 de marzo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue. 
 
Amparo en revisión 1181/2017. Aciel Sibaja Mendoza. 14 de marzo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe 
Margarita Ortiz Blanco.  
 
Amparo en revisión 1231/2017. Distribución de Capital Administrativo, S.A. de C.V. 22 de marzo de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
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algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Amparo en revisión 124/2018. Fincorel Consultoría y Desarrollo, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco. 
 
Tesis de jurisprudencia 46/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dos de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017036  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 56 /2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN EN 
LA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SE DECLARA INCOMPETENTE O DECLINA SU 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE SE PLANTEA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. 
 
Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, así como 10, fracción III y 21, fracción III, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la procedencia del recurso de revisión contra 
sentencias dictadas en juicios de amparo directo, está condicionada a que en éstas se decida sobre 
la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación directa de un precepto 
de la Constitución, o bien, se omita su estudio cuando se hubieren planteado en la demanda, 
siempre que el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio de importancia y 
trascendencia. En ese sentido, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito se declara incompetente o 
declina su competencia para conocer de la demanda de amparo en la que se plantea la 
inconstitucionalidad de una norma de carácter general, no se surte el primero de los requisitos, 
porque con dicha determinación el órgano jurisdiccional no resuelve el juicio ni decide sobre la 
constitucionalidad de la norma o sobre la interpretación directa de algún precepto constitucional, 
ni puede considerarse omitido el estudio de tales cuestiones. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo directo en revisión 412/2014. Dynámica Desarrollos Sustentables, S.A. de C.V. 2 de abril 
de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó 
en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretaria: Amalia Tecona Silva. 
 
Recurso de reclamación 37/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de Sonora. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Recurso de reclamación 49/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de Sonora. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Recurso de reclamación 276/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de Sonora. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Recurso de reclamación 421/2018. Georgina Valdez Morales. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Alberto Rodríguez García. 
 
Tesis de jurisprudencia 56/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciséis de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017032  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXV/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
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GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 
 
De la exposición de motivos de la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal en relación con el 
artículo citado, se advierte que la finalidad inmediata constitucionalmente válida buscada con su 
establecimiento, consiste en prever una medida a través de la cual pueda identificarse plenamente 
la veracidad de las operaciones, así como a las personas que efectúen el gasto para determinar si 
en realidad tienen derecho a ser beneficiarios con la deducción correspondiente, al identificar al 
pagador real de los servicios que se deducen, lo que como finalidad mediata, permite no sólo 
mejorar el esquema de control y fiscalización de deducciones personales, sino también evitar 
actos de evasión y elusión fiscal, además de facilitar el cumplimiento de las facultades de la 
autoridad fiscal. De esa forma, a partir de la finalidad mencionada, inmediata y mediata, sí es 
posible justificar la constitucionalidad del precepto señalado a la luz del examen de 
proporcionalidad, lo que permite advertir el contexto en el cual se genera un beneficio a la 
sociedad pues, por una parte, resulta necesario identificar la veracidad de las operaciones y a las 
personas que las realizan y, por otra, la obligación de efectuar los pagos por honorarios médicos y 
dentales, así como los gastos hospitalarios, no es absoluta ni perjudica desmedidamente a quienes 
se encuentra dirigida. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017031  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVI/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DE 2014). 
 
Del análisis del proceso legislativo del precepto legal mencionado, se advierte que el requisito 
consistente en que la deducibilidad de los honorarios médicos y dentales, así como de los gastos 
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hospitalarios procede sólo cuando éstos hayan sido solventados a través de los medios del sistema 
financiero, persigue las siguientes finalidades: a) Identificar plenamente la veracidad de esas 
operaciones, así como a las personas que efectúan el gasto y determinar si en realidad tienen 
derecho a ser beneficiados con la deducción correspondiente; b) Garantizar que las deducciones 
se apliquen únicamente por las personas que efectivamente realizan la erogación y que 
legalmente tienen derecho a efectuarla; y, c) Otorgar a la autoridad fiscal mayor certeza de que los 
beneficiados de las deducciones aludidas son efectivamente los sujetos que se encuentran en los 
supuestos previstos y que las deducciones corresponden exclusivamente a los pagos por los 
conceptos descritos en la norma tributaria. Conforme a lo anterior, el artículo 151, fracción I, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta no transgrede los principios de proporcionalidad jurídica y de 
razonabilidad legislativa, pues dichas finalidades resultan constitucionalmente válidas, toda vez 
que la imposición del requisito señalado abona a que la autoridad hacendaria cuente con 
elementos suficientes para verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales, lo que 
en última instancia permite constatar la observancia del mandato establecido a cargo de los 
gobernados de contribuir al gasto público previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de que el precepto legal en estudio cumple con 
los criterios de ser idóneo y necesario, toda vez que del análisis de las disposiciones legales que 
rigen la utilización de los métodos de pago del sistema financiero, es válido concluir que 
contribuyen al cumplimiento de la finalidad contemplada por el legislador, esto es, permitir la 
identificación de los sujetos que realizan dichas operaciones y constatar su veracidad. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas Alberto Pérez 
Dayán, en relación con el tema de proporcionalidad. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017030  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 47 /2018 (10a.)  
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA 
PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 
 
El requisito formal establecido en el precepto citado, relativo a que los pagos por honorarios 
médicos y dentales, así como de los gastos hospitalarios se realicen a través de determinados 
medios, no transgrede el derecho a la protección de la salud reconocido por el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues dichos servicios son accesibles y se 
encuentran al alcance de todos los gobernados, al margen de que los pagos y gastos respectivos 
deban cumplir ciertos requisitos para efectos de su deducibilidad en el ámbito fiscal. Ello es así, 
porque el derecho a la deducción de los pagos por honorarios médicos y dentales, así como de los 
gastos hospitalarios, no es inherente a las personas físicas por el solo hecho de serlo, sino que 
adquiere relevancia cuando los gobernados, en su carácter de contribuyentes, quieran ejercerlo. 
Así, el hecho de establecer requisitos formales para ejercer el derecho a la deducción, no implica 
desconocer la condición de ser humano de las personas físicas en su carácter de contribuyentes, ni 
representa una limitación a la protección del derecho a la salud, ya que tanto el Estado como los 
particulares no se encuentran imposibilitados para brindar los servicios de calidad respectivos, 
siendo una cuestión independiente que los gastos que se generen, para efectos de su deducción 
en el ámbito fiscal, tienen que cumplir con las previsiones formales establecidas en el artículo 151, 
fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; emitió su voto con reservas Alberto 
Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Jazmín Bonilla García. 
 
Amparo en revisión 972/2017. Elizabeth Rosas Domínguez. 7 de febrero de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
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Amparo en revisión 965/2017. Teresa Anzarut Shamosh. 24 de enero de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Tesis de jurisprudencia 47/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dos de mayo de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017028  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 52 /2018 (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. PROCEDE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA QUE DECLARA CUMPLIDA LA 
CONDENA DECRETADA EN EL LAUDO Y ORDENA EL ARCHIVO DEL EXPEDIENTE COMO ASUNTO 
CONCLUIDO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
57/2002-SS, definió que la procedencia del recurso de revisión previsto en el artículo 849 de la Ley 
Federal del Trabajo, no puede entenderse restrictiva sólo contra las resoluciones emitidas 
estrictamente para la ejecución del laudo, sino que debe interpretarse de modo extensivo incluso 
a todas aquellas que, aunque no tengan como objetivo directo e inmediato conseguir el 
cumplimiento del laudo, se emitan en o durante la etapa de ejecución, justamente porque fue 
intención del legislador dotar a las partes de un medio ordinario para que soliciten la revisión de 
los actos del Presidente en ejecución de los laudos, a fin de que pueda enmendarse cualquier error 
de procedimiento o de fondo. Bajo esa premisa, la resolución dictada por el Presidente de una 
Junta de Conciliación y Arbitraje que declara cumplida la condena decretada en el laudo y ordena 
el archivo del expediente como asunto concluido, constituye un acto dictado en la etapa de 
ejecución, precisamente porque con ese acto el Presidente ejecutor verifica la satisfacción de las 
obligaciones impuestas en el laudo, declarando su cumplimiento y, en consecuencia, ordenando el 
archivo del asunto; sin que sea obstáculo que con ese acto concluya la fase de ejecución, pues esa 
sola circunstancia no indica que esté fuera de esa etapa; al contrario, tan forma parte de ella que 
la finaliza. En consecuencia, contra la resolución referida procede el recurso de revisión y debe 
agotarse previo a la promoción del juicio de amparo indirecto, a fin de satisfacer el principio de 
definitividad, conforme al artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 50/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero del 
Cuarto Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 11 de abril de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis IV.3o.T.305 L, de rubro: "REVISIÓN EN EL JUICIO LABORAL. PROCEDE EN CONTRA DEL AUTO 
DICTADO POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE EN LA ETAPA DE 
EJECUCIÓN DEL LAUDO, EN EL QUE LO DECLARA CUMPLIDO Y ORDENA EL ARCHIVO DEL 
EXPEDIENTE COMO ASUNTO CONCLUIDO, ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO.", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, abril de 2010, página 
2804, y 
 
Tesis I.16o.T.6 L (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. CONTRA EL PROVEÍDO POR EL 
QUE EL PRESIDENTE DE LA JUNTA SE PRONUNCIA RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE UN LAUDO Y 
ORDENA EL ARCHIVO DEL ASUNTO COMO TOTALMENTE CONCLUIDO, PROCEDE DICHO JUICIO Y 
NO EL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", 
aprobada por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de noviembre de 2017 a las 
10:21 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo 
III, noviembre de 2017, página 1937. 
 
Tesis de jurisprudencia 52/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dos de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017022  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLIV/2018 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. CON INDEPENDENCIA 
DE SU DENOMINACIÓN EN SU TRAMITACIÓN DEBE RESPETARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA. 
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En diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha sostenido que por 
procedimiento administrativo se entiende a aquella secuencia de actos realizados en sede 
administrativa, concatenados entre sí y ordenados a la consecución de un fin determinado, y que 
tienen tal carácter los actos: i) instaurados en forma unilateral por la autoridad administrativa para 
verificar el cumplimiento de los particulares a disposiciones de índole administrativa, en los que se 
le da al afectado la oportunidad de comparecer, rendir pruebas y alegar; ii) que se sustancian a 
solicitud de parte interesada para la obtención de licencias, autorizaciones, permisos, concesiones, 
etcétera; y, iii) que importan cuestión entre partes sujeta a la decisión materialmente 
jurisdiccional de la autoridad administrativa, estos últimos también llamados "procedimientos 
administrativos seguidos en forma de juicio". Ahora bien, con independencia de la denominación o 
finalidad que las leyes les otorguen, se tiene el principio general de que en todo procedimiento 
administrativo debe respetarse el derecho de audiencia previo al dictado de la resolución con la 
que éste concluya, lo que ocurre cuando el probable afectado tiene oportunidad de comparecer 
para rendir pruebas y alegar en su favor en un plazo razonable, a fin de no quedar en estado de 
indefensión; esto aun cuando la norma correspondiente no aluda expresamente a etapas de 
notificación, ofrecimiento y desahogo de pruebas, alegatos y dictado de resolución. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 317/2018. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo 
Financiero Banamex. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León. 
 
Amparo directo en revisión 5693/2017. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo 
Financiero Banamex. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I.; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017007  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 54/2018 (10a.)  
 
IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS EN LOS QUE SE 
HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, SON INOPERANTES SI NO SE PROPORCIONA UN 
TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA OTORGA 
UN TRATO DIFERENCIADO. 
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Para llevar a cabo un juicio de igualdad o equidad tributaria es necesario contar con un punto de 
comparación, es decir, con algún parámetro que permita medir a las personas, objetos o 
magnitudes entre las cuales se afirma existe un trato desigual, en razón de que el derecho a la 
igualdad es fundamentalmente instrumental y siempre se predica respecto de algo. En ese 
sentido, la carga argumentativa de proponer el término de comparación implica que sea idóneo, 
pues debe permitir que efectivamente se advierta la existencia de algún aspecto homologable, 
semejante o análogo entre los elementos comparados. Así, de no proporcionarse el punto de 
comparación para medir un trato disímil o que éste no sea idóneo, el concepto de violación o 
agravio en el que se haga valer la violación al principio de igualdad o equidad tributaria deviene en 
inoperante. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de enero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 403/2017. Servicios Integrales Merza, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo directo en revisión 4687/2017. Volkswagen de México, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
 
Tesis de jurisprudencia 54/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del nueve de mayo de dos mil dieciocho.  
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Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016998  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLVI/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA CONTRA LA CRÍTICA PERIODÍSTICA NO CONTRARÍA EL 
DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD DE OPINIÓN. 
 
El artículo 5 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica, al prever que "la crítica 
periodística será sujeta al derecho de réplica [.] siempre y cuando esté sustentada en información 
falsa o inexacta", no autoriza a que la réplica proceda indiscriminadamente contra toda crítica o 
juicio generado en los medios de comunicación, pues el operador jurídico debe delimitarla al único 
supuesto expresamente establecido para ese tipo de ejercicio periodístico, esto es, que la réplica 
no procederá contra las críticas divulgadas en los medios de comunicación, sino cuando se basen 
en información falsa o inexacta. En efecto, la regla es que la crítica, al representar un juicio de 
valor respecto de una cosa, no puede ser falsa o verdadera y, en consecuencia, no puede ser 
objeto de réplica. La excepción es que si ese ejercicio cognitivo se sustenta en información falsa o 
inexacta, entonces sólo en esos casos la réplica podrá ejercitarse, pero no contra los juicios 
elaborados por el sujeto obligado, sino únicamente respecto de los hechos o datos en que se basa 
la crítica, conservándose de esta manera la naturaleza del derecho de réplica en cuanto a su 
proyección hacia la divulgación de cuestiones de carácter objetivo, las cuales efectivamente 
podrán contrastarse con diversa información que exponga el sujeto interesado. Así, en aquellos 
casos en que la crítica tenga sustento en información falsa o inexacta, debe entenderse que el 
objeto de la réplica debe tender, precisamente, a difundir la propia versión de los hechos 
divulgados con carencia de veracidad o exactitud, al ser éstos los únicos susceptibles de 
demostración y, por tanto, de verdad o falsedad; de ahí que la norma citada no conlleve una 
afectación indebida al ejercicio de la libertad de expresión y opinión. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
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todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016997  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LI/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA NO RESULTA APLICABLE EL 
ESTÁNDAR DE "REAL MALICIA". 
 
El estándar de “real malicia” es la doctrina constitucional en materia de libertad de expresión que 
considera que la imposición de sanciones civiles, derivadas de la emisión de opiniones, ideas o 
juicios, corresponde exclusivamente a aquellos casos en que existe información que haya sido 
expresada con la única intención de dañar. Es propiamente un estándar judicial aplicable a las 
acciones de carácter civil, cuyo objeto es determinar la afectación –y de ser procedente, la 
reparación– a la honra y reputación de alguna persona. Empero, debe tenerse en cuenta que el 
derecho de réplica no constituye propiamente un mecanismo de reparación por posibles daños 
generados por la información que es presentada por el medio de comunicación, sino que tiende a 
la presentación de una versión propia de la información por parte de la persona interesada en el 
mismo medio de comunicación. Es decir, se trata de un derecho concebido para contestar 
información considerada falsa o inexacta y no propiamente un medio de carácter reparatorio en 
atención a los posibles daños que se hayan generado. Por ende, el derecho de réplica no está 
sujeto a un estándar de real malicia, pues la “intención” de la persona o medio que publica la 
información, es una cuestión irrelevante para determinar la procedencia de una réplica, ya que 
ésta únicamente puede limitarse por la veracidad o exactitud de la información que se publica. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
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derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016996  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. L/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. LOS ARTÍCULOS 38 A 40 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA NO 
ESTABLECEN MULTAS EXCESIVAS. 
 
Los artículos 38 a 40 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., Párrafo Primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica, no establecen 
multas excesivas en contravención del precepto 22 constitucional, pues del análisis de los 
preceptos sancionatorios referidos se advierte que cada uno de ellos dispone la cuantía de las 
multas por la comisión de las conductas infractoras respectivas, estableciendo para ello un mínimo 
y un máximo, lo que obliga a la autoridad sancionadora a fijar la multa dentro de esos parámetros 
y a razonar su arbitrio en cada caso concreto, pues siempre tendrá la obligación de fundar y 
motivar su determinación atendiendo a las peculiaridades de cada infractor en particular. 
Entonces, es dable afirmar que las sanciones pecuniarias no resultan excesivas, pues no impiden 
su individualización, en tanto que no establecen un monto fijo, sino que permiten determinarlo 
previa motivación, siempre que se opte por una sanción mayor a la mínima prevista, ello porque el 
arbitrio de la autoridad siempre debe ser razonado y equitativo, lo que sólo se logra atendiendo a 
las peculiaridades de cada caso concreto. Además, para acatar el precepto 22 de la Constitución 
Federal no es necesario que en el texto de cada artículo que establece una multa el legislador 
prevea expresamente que debe atenderse a la gravedad de la falta, a las condiciones económicas 
del infractor, a los factores de reincidencia, y a todas las situaciones fácticas que rodean la 
conducta infractora, pues esa ponderación es deber de la autoridad aplicadora, al determinar el 
monto de la sanción, de modo que si lo hace sin atender a todos esos factores la multa será ilegal, 
pero la falta de esas previsiones expresas en el texto normativo no lo torna en inconstitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
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consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016995  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLIX/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. LOS ARTÍCULOS 23 Y 41 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA NO 
VULNERAN LA PROSCRIPCIÓN DE SER JUZGADO DOS VECES POR LA MISMA CAUSA. 
 
Los artículos 23 y 41 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., Párrafo Primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica establecen, 
respectivamente, que tanto el derecho de accionar el procedimiento judicial en materia de 
derecho de réplica, como la imposición de sanciones a los sujetos obligados en la materia, son 
independientes del derecho del afectado de reclamar la reparación en la vía civil o penal por los 
daños o perjuicios que se hubieran ocasionado con motivo de la publicación de información que se 
le atribuya. Empero, esa circunstancia no implica que las normas referidas vulneren el principio de 
que “nadie puede ser juzgado dos veces por la misma causa” pues, por una parte, debe tenerse en 
cuenta que aquellos preceptos jurídicos no hacen sino reconocer a nivel secundario lo consagrado 
en el artículo 14, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que reconoce 
que “en ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales 
en que se hubiese incurrido” y, por otra, porque el derecho de réplica, rectificación o respuesta no 
debe entenderse como un instrumento sancionatorio para los medios de comunicación, sino que 
constituye el ejercicio de un derecho humano tendiente a garantizar al afectado por una 
información falsa o inexacta, la posibilidad de expresar sus puntos de vista y su pensamiento 
respecto de esa información emitida en su perjuicio, tratándose de un derecho concebido para 
contestar información que se considere falsa o inexacta, y no propiamente un medio de carácter 
reparatorio en atención a los posibles daños que se hayan generado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
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Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016994  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLVIII/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. LAS DEFINICIONES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS QUE ESTABLECE LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
Los conceptos "medios de comunicación", "productor independiente", "agencia de noticias" y 
"cualquier otro emisor de información responsable del contenido original", a que se refieren los 
artículos 2, fracciones I, III y IV, y 4 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., Párrafo Primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica, no 
vulneran el principio de seguridad jurídica, ya que el legislador tomó en cuenta que en el proceso 
informativo participan o pueden participar diferentes sujetos, pues muchas veces los medios de 
comunicación no generan ni producen, por sí mismos, la información que finalmente difunden al 
público, sino que se valen de sujetos externos que les facilitan esa labor periodística, como lo son, 
precisamente, las agencias de noticias que son aquellas que venden o ponen a disposición de tales 
medios la información relativa, conforme a lo pactado en un acuerdo o contrato, los productores 
independientes que generan y producen la información que finalmente es publicada o transmitida 
por los medios de comunicación, o cualquier otro emisor de información responsables del 
contenido original; y precisamente por ello, a fin de facilitar la posibilidad de que los gobernados 
no queden en estado de indefensión y puedan ejercer su derecho de réplica de manera eficiente, 
reconoció expresamente a quienes intervienen en el proceso comunicativo y periodístico como 
sujetos obligados, estableciéndose una definición legal de cada uno de ellos, lo cual lejos de 
generar incertidumbre jurídica permite dotar de certeza a los particulares respecto de quiénes 
serán los obligados en materia del derecho de réplica; lo anterior, en el entendido de que no toda 
persona que difunda un mensaje puede o debe ser considerado como "cualquier otro emisor de 
información responsable del contenido original" y, consecuentemente, como sujeto obligado, 
pues la respuesta tendrá que irse decantando caso por caso, en atención a la existencia de 
condiciones de inequidad que se presenten entre el emisor de un mensaje y quien se estime 
aludido por éste. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016993  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLVII/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. LA PROSCRIPCIÓN DE SUSTANCIAR INCIDENTES DE "PREVIO Y ESPECIAL 
PRONUNCIAMIENTO" ESTABLECIDA EN LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, NO VULNERA EL 
DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. 
 
El artículo 31 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica, al prever que en el 
procedimiento judicial del derecho de réplica "no se sustanciarán incidentes de previo y especial 
pronunciamiento", no vulnera el derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, 
toda vez que, por una parte, el ejercicio del derecho de réplica, para ser eficaz, requiere de un 
principio de prontitud respecto a la rectificación o respuesta que se dé a la información falsa o 
inexacta que haya sido divulgada por los medios de comunicación legalmente reglamentados; de 
ahí que la proscripción procesal referida resulta adecuada, al tener como finalidad que el 
procedimiento judicial cuente con las características de celeridad, concentración y economía 
procesal, que el legislador federal pretendió salvaguardar; por otra parte, debe tenerse en cuenta 
que la proscripción procesal en comento no afecta de manera desproporcionada el acceso a la 
tutela jurisdiccional efectiva, pues no impone una limitación absoluta para que se resuelva sobre 
los incidentes de "especial pronunciamiento" que puedan generarse dentro de los procedimientos 
judiciales del derecho de réplica, pues como lo expresa el propio precepto 31, en caso de haberlos 
dentro del proceso, "se resolverán al emitirse la resolución que ponga fin al procedimiento"; de 
ahí que, de cualquier modo, el juzgador resolverá los incidentes que le eleven las partes, pero al 
emitir la resolución definitiva, por lo que no deja en estado de indefensión a los justiciables. 
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SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2017. Julia Norma Trujillo Báez. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas en todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no 
constituye derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como por la falta de diferenciación entre opinión y crítica; se separa de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y hará votó concurrente Javier Laynez Potisek, en 
todo lo referente a lo que se sostenga sobre la honra y reputación, pues ello no constituye 
derecho de réplica como lo consideró el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016973  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 41/2018 (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA LA INCOMPETENCIA DE 
UN ÓRGANO JURISDICCIONAL PARA CONOCER DE UN ASUNTO Y ORDENA SU ARCHIVO, DEJANDO 
A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS HAGA VALER EN LA VÍA Y FORMA QUE ESTIME 
PERTINENTES. 
 
En términos de los artículos 107, fracciones III, inciso a), y V, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 34, primer párrafo, 170, fracción I y 171 de la Ley de Amparo, el juicio 
de amparo directo procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al 
juicio, dictadas por tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, entendiéndose por 
sentencias definitivas o laudos las que decidan el juicio en lo principal, es decir, se establezca el 
derecho en cuanto a la acción y a la excepción que dieron lugar a la litis contestatio, y por 
resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal lo den por concluido. Si 
por el contrario, con la emisión de alguna de esas resoluciones no se da por concluido el juicio, 
entonces no se trata de una sentencia definitiva y en su contra procede el juicio de amparo 
indirecto, pues al continuar por alguna circunstancia el juicio, se hará necesario allegarse de 
pruebas para determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto, lo que justifica la 
promoción de un amparo que admite hasta dos instancias y supone la celebración de una 
audiencia con un periodo probatorio y no un juicio que normalmente se tramita en una sola 
instancia y no requiere de la celebración de una audiencia. Ahora bien, conforme a dichas 
concepciones, se llega a la convicción de que la resolución que determina la incompetencia de un 
órgano jurisdiccional para conocer de un asunto y ordena su archivo, dejando a salvo los derechos 
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del actor para que los haga valer en la vía y forma que estime pertinentes, sin declinar la 
competencia respectiva en favor de otro órgano jurisdiccional, es impugnable a través del juicio de 
amparo directo en términos de las disposiciones señaladas, al tratarse de una resolución que pone 
fin al juicio, ya que sin decidir el conflicto en el fondo, lo da por concluido. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 4/2017. Entre las sustentadas por el Pleno sin Especialización del Segundo 
Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis de jurisprudencia PC.II.S.E. J/1 C (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. PROCEDE 
EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL QUE, SIN ULTERIOR RECURSO, RESUELVA SOBRE 
LA INCOMPETENCIA DE UN JUEZ DE PRIMER GRADO Y DEJE A SALVO LOS DERECHOS DE LA PARTE 
ACTORA PARA QUE LOS HAGA VALER EN LA VÍA Y FORMA QUE ESTIME PERTINENTE, YA QUE SE 
TRATA DE UNA RESOLUCIÓN QUE SIN DECIDIR EL JUICIO EN LO PRINCIPAL, LO DA POR 
CONCLUÍDO.", aprobada por el Pleno sin Especialización del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo III, mayo de 2016, página 1536, y  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo directo 748/2016. 
 
Tesis de jurisprudencia 41/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del once de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

JUNIO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017083  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de junio de 2018 10:07 h  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 55/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA UNA RESOLUCIÓN QUE ANTERIORMENTE FUE 
IMPUGNADA A TRAVÉS DEL MISMO MEDIO DE DEFENSA, SIN PERJUICIO DE QUE, EN SU CASO, 
PUEDA DECLARARSE SIN MATERIA. 
 
La procedencia del recurso de queja deriva de que la resolución que se impugne actualice alguna 
de las hipótesis normativas previstas en la Ley de Amparo que señalan expresamente contra qué 
actos procede dicho medio de defensa, siendo éste el elemento de juridicidad indispensable para 
su procedencia. En razón de lo anterior, el hecho de que el recurso de queja se interponga contra 
una resolución que anteriormente fue impugnada a través del mismo medio de defensa no lo hace 
improcedente, sino que, en todo caso, implica que pueda declararse sin materia, si y sólo si, los 
agravios hechos valer hubieran sido objeto de pronunciamiento en el recurso intentado 
previamente, por constituir cosa juzgada, lo cual es una cuestión relacionada con el fondo del 
asunto y, por tanto, no podría dar lugar a la improcedencia del recurso. Por ende, al verificar la 
procedencia del medio de defensa referido, el órgano jurisdiccional sólo debe analizar si se 
actualiza el supuesto normativo establecido en la ley para que la resolución sea impugnable, sin 
que sea dable analizar cuestiones que, en todo caso, atañen al fondo del asunto, como es si la 
resolución recurrida anteriormente fue impugnada a través del mismo medio de defensa. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 349/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito y Cuarto del Décimo Quinto Circuito. 11 de abril de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
 
Tesis XV.4o. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE AMPARO. SI SE INTERPONE CONTRA UN AUTO QUE FUE MATERIA DE ESTUDIO DE 
UNO DIVERSO RESUELTO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ANTE QUIEN SE PROMUEVE, 
PROCEDE DESECHARLA DE PLANO AL CONSTITUIR UNA CAUSA NOTORIA Y MANIFIESTA DE 
IMPROCEDENCIA.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, 
agosto de 2012, página 1394, y  
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 370/2017. 
 
Tesis de jurisprudencia 55/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciséis de mayo de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de junio de 2018 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017082  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de junio de 2018 10:07 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 51/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. EL PLAZO PARA INTERPONERLO CONTRA EL AUTO EN EL QUE SE DECIDE 
SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE UN LAUDO EN AMPARO DIRECTO ES DE 5 DÍAS, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 98, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El artículo 97 de la Ley de Amparo distingue entre los supuestos de procedencia del recurso de 
queja en amparo indirecto y en amparo directo; por su parte, el artículo 98 de la legislación citada 
fija para su interposición el plazo genérico de 5 días, salvo en los casos relativos a la suspensión de 
plano o provisional y a la omisión de tramitar la demanda de amparo, en los cuales será de 2 días 
hábiles y en cualquier tiempo, respectivamente. Así, de la interpretación sistemática de ambos 
preceptos, se concluye que el plazo excepcional de 2 días hábiles para interponer el recurso de 
queja es aplicable al supuesto de la fracción I, inciso b), del artículo 97 referido, esto es, en el caso 
de la suspensión decretada de oficio y de plano en el juicio de amparo indirecto respecto de los 
supuestos regulados en el artículo 126 de la ley de la materia; en cambio, tratándose del auto en 
el que se decide sobre la suspensión de la ejecución de un laudo en amparo directo previsto en la 
fracción II, inciso b), del artículo 97 mencionado, es aplicable el plazo genérico de 5 días; concluir 
lo contrario, implicaría restringir el plazo para hacer valer el medio de defensa de que se trata, no 
obstante que el supuesto de excepción al plazo genérico es de interpretación estricta, por lo que 
los casos que deban ubicarse en la hipótesis jurídica que regula deben estar establecidos en la ley. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 394/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del 
Séptimo Circuito y el Pleno del Tercer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 11 de abril de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis VII.1o.T.3 L (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO EN MATERIA 
LABORAL. AL RESOLVERSE DE PLANO, EL PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE QUEJA 
CONTRA ESTA MEDIDA ES DE 2 DÍAS HÁBILES (ARTÍCULO 98, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
AMPARO).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de noviembre de 2017 a las 
10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo 
III, noviembre de 2017, página 2201, y 
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Tesis PC.III.L. J/13 L (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE NIEGA O CONCEDE LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA INTERPONERLO 
ES DE 5 DÍAS HÁBILES, AL NO TRATARSE DE ALGÚN SUPUESTO DE EXCEPCIÓN DEL ARTÍCULO 98 DE 
LA LEY DE AMPARO.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo II, febrero de 
2016, página 1612. 
 
Tesis de jurisprudencia 51/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dos de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de junio de 2018 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017140  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. LX/2018 (10a.)  
 
VÍCTIMAS DE DELITOS. EL REEMBOLSO DE LOS GASTOS EROGADOS NO REQUIERE FORZOSAMENTE 
DE PRUEBAS QUE LOS ACREDITEN. 
 
El artículo 64, fracción VIII, de la Ley General de Víctimas establece que la compensación se 
otorgará por los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación 
que le ocasione trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en 
Municipio o delegación distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención. Al respecto, en 
atención a los principios de interpretación más favorable para la persona, buena fe y máxima 
protección a las víctimas, así como a la jurisprudencia interamericana, se estima que el derecho al 
pago de gastos erogados por las víctimas, por los conceptos referidos, no se encuentra vinculado 
indispensablemente a la existencia de pruebas que den cuentan de tales gastos, pues aun en su 
ausencia, la autoridad puede cuantificar el monto respectivo con base en el principio de equidad y 
bajo criterios de razonabilidad, atendiendo a lo aseverado por las víctimas y a las circunstancias 
específicas del caso, sin que lo anterior implique que baste el mero dicho de las víctimas para que 
automáticamente les sea pagado cualquier monto que aduzcan han erogado –por concepto de 
transporte, alojamiento, comunicación o alimentación–, sino que simplemente significa que, ante 
la ausencia de pruebas que soporten los gastos reales en que las víctimas hayan incurrido, la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas podrá, acorde con las circunstancias del caso, otorgar 
una compensación en equidad y bajo criterios de razonabilidad; lo que excluye la posibilidad de 
reembolsar gastos inverosímiles o cuantías desapegadas a las erogaciones que una persona 
promedio realice por el pago de tales conceptos. 
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SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1094/2017. Laura Cecilia Rojas Parra y otros. 7 de marzo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017134  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. LVI/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. ES IMPROCEDENTE LA CONDENA AL PAGO DE 
DAÑOS PUNITIVOS. 
 
La responsabilidad patrimonial del Estado requiere de una regulación propia en la que se 
establezcan los principios básicos de imputabilidad al órgano estatal para circunscribir su 
obligación de pago dentro de parámetros razonables y plausibles, lo que se correlaciona con la 
pretensión legislativa que impide cargas presupuestarias desmedidas e injustificadas al erario 
público, ya que aquella institución jurídica no tiene por objeto pagar cualquier daño con cargo al 
erario público, sino hacer más eficientes los servicios públicos proporcionados por el Estado. De 
ahí que es improcedente condenar al Estado al pago de daños punitivos –pretextando la condena 
por daño moral–, ya que la condena de tales "sanciones ejemplares" resultaría una afrenta directa 
al principio de equidad, pues lejos de buscar equilibrar adecuadamente la reparación del daño, 
con el debido cuidado del erario público, permitiría imponer al Estado el débito de pagar 
indemnizaciones mayores a la que corresponda por la adecuada reparación de las lesiones 
materiales e inmateriales que sufra la víctima, afectándose con ello la voluntad del Constituyente 
Permanente. Por lo que los daños punitivos en esta materia, en tanto medidas sancionatorias –y 
no reparatorias–, para efectos de la responsabilidad patrimonial, requieren de elementos 
legislativos propios para su aplicabilidad, que permitan al operador jurídico determinar en qué 
casos es admisible la imposición de tales sanciones. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5612/2017. Alejandro Cisneros Royaceli y otros. 21 de febrero de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra 
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consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017125  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 38/2018 (10a.)  
 
JUBILACIONES Y PENSIONES DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. EL LÍMITE AL SALARIO BASE PARA DETERMINAR SU CUANTÍA, SE DETERMINA CON EL 
MONTO QUE RESULTE DEL SALARIO BASE MÁS LAS PRESTACIONES INHERENTES A LA CATEGORÍA 
DE MÉDICO FAMILIAR 8.0 HORAS. 
 
Acorde con el artículo 4 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones inserto al Contrato Colectivo de 
Trabajo del Instituto aludido, las cuantías de las jubilaciones o pensiones de los trabajadores se 
determinan con el último salario percibido, integrado como lo señala el artículo 5 del propio 
régimen, el cual en su quinto párrafo establece que el salario base "tendrá como límite el 
equivalente al establecido para la categoría de médico familiar 8.0 horas más las prestaciones que 
le sean inherentes y de acuerdo a la zona en la que se preste el servicio y a la antigüedad del 
trabajador", sin que pueda considerarse que las prestaciones inherentes a que se refiere la norma 
extralegal citada correspondan al trabajador que pretenda acceder al beneficio de la jubilación, 
pues el propósito del párrafo indicado es definir los elementos que deben tomarse en cuenta para 
establecer el límite al salario base y no el modo en que éste se integra, pues este tema se define 
en los párrafos primero a cuarto del artículo 5 mencionado; además, se aprecia que agrega una 
condición al primer elemento que conforma ese límite, es decir, al salario base para la categoría de 
médico familiar 8.0 horas. Por tanto, el parámetro para determinar el límite al salario base para la 
cuantía de las jubilaciones y pensiones se determinará con el monto que resulte del salario base 
más las prestaciones inherentes a la categoría de médico familiar 8.0 horas, es decir, con las 
cantidades que correspondan a esa categoría, conformada con los conceptos que integran el 
salario base, enunciados expresamente en el primer párrafo, incisos a) al n) del artículo 5 referido, 
más cualquier otra prestación que no se encuentre prevista en éste. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 395/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto 
Circuito, actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito. 14 de 
marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo directo 883/2016, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 697/2012. 
 
Tesis de jurisprudencia 38/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cuatro de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017116  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. LVII/2018 (10a.)  
 
DAÑOS PUNITIVOS. ES IMPROCEDENTE SU PAGO DENTRO DE LA COMPENSACIÓN SUBSIDIARIA. 
 
La compensación referida no puede concebirse de manera aislada o autónoma a la reparación 
integral que, conforme a ley, el culpable del delito debe otorgar a la víctima. Esto es, ante la 
imposibilidad de que el responsable del acto delictivo pueda reparar a la víctima, el Estado asume 
subsidiariamente esa obligación, bajo el entendido de que éste, a su vez, puede exigir al 
responsable que restituya todos los fondos que haya erogado por tal concepto indemnizatorio. 
Sobre esa base, del análisis al marco jurídico penal, no se advierte que, derivado de la comisión de 
un delito, pueda exigirse al culpable el pago de "daños punitivos". Por tanto, si en la materia penal 
no se prevé el pago de daños punitivos, como parte de la reparación que el responsable del delito 
debe asumir y, por ende, no existe alguna expectativa real para la víctima de que recibirá alguna 
cantidad por ese concepto, no podría condenarse al Estado a que pague "subsidiariamente" un 
concepto de condena o reparación que el directamente responsable del delito no estaría obligado 
a cubrir, conforme al marco penal vigente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1094/2017. Laura Cecilia Rojas Parra y otros. 7 de marzo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
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Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017115  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. LIX/2018 (10a.)  
 
DAÑO MORAL. FACTORES QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU INDIVIDUALIZACIÓN. 
 
Si bien el precepto 64 de la Ley General de Víctimas no establece qué elementos deben 
considerarse para reparar las afectaciones por daño moral, lo cierto es que, atendiendo a la 
naturaleza de las lesiones inmateriales, así como al deber de que las compensaciones logren, en la 
medida de lo posible, la íntegra reparación de la víctima de delitos –cuando el responsable del 
hecho ilícito se haya sustraído de la justicia, haya muerto o desaparecido o se haga valer un 
criterio de oportunidad–, deben analizarse: (I) el tipo de derecho o interés lesionado; (II) la 
magnitud y gravedad del daño; (III) las afectaciones inmateriales o incluso patrimoniales que 
derivaron del hecho victimizante; (IV) el nivel económico de la víctima; (V) otros factores 
relevantes del caso –como lo es la pertenencia a algún grupo vulnerable–; y (VI) que el monto 
indemnizatorio respectivo debe resultar apropiado y proporcional a la gravedad del hecho punible 
cometido, bajo criterios de razonabilidad. Los anteriores elementos resultan relevantes, pues a 
pesar de que no puede asignarse al daño inmaterial un equivalente monetario preciso –en tanto el 
sufrimiento, las aflicciones o la humillación, sólo pueden ser objeto de compensación–, ello no 
significa que la naturaleza y fines del daño moral permitan una cuantificación absolutamente libre, 
reservada al subjetivismo de la autoridad, ya que, como se ha razonado, esa determinación debe 
partir del examen de factores o elementos que permitan lograr una individualización proporcional 
y equitativa para cada caso. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1094/2017. Laura Cecilia Rojas Parra y otros. 7 de marzo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017114  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de junio de 2018 10:14 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. LVIII/2018 (10a.)  
 
DAÑO FÍSICO. FACTORES QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU INDIVIDUALIZACIÓN. 
 
Si bien el precepto 64 de la Ley General de Víctimas no prevé factores o elementos de 
individualización del daño físico, pues simplemente se circunscribe a determinar la procedencia 
del daño como parte de la compensación que deba darse a la víctima, lo cierto es que tal 
enunciado normativo no debe interpretarse aisladamente, sino armonizarse con los distintos 
preceptos jurídicos relacionados con la reparación de las víctimas, como lo es que las medidas de 
compensación –comprendidas dentro de la reparación integral–, deben ser implementadas 
teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido, así como sus 
circunstancias y características, y que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera 
oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia del delito. Además, la compensación ha de otorgarse de forma apropiada y 
proporcional a la gravedad del hecho punible cometido, teniendo en cuenta las circunstancias de 
cada caso. En ese sentido, de la interpretación sistémica del ordenamiento citado se advierte que, 
para la determinación de los daños físicos –factores de individualización–, se debe atender, al 
menos, a: (I) la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido; (II) las circunstancias y 
características del delito; y (III) que el monto respectivo resulte apropiado y proporcional a la 
gravedad del hecho punible cometido. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1094/2017. Laura Cecilia Rojas Parra y otros. 7 de marzo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017184  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 61/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 28, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER 
QUE LOS CONCEPTOS NO DEDUCIBLES DEBERÁN CONSIDERARSE EN EL EJERCICIO EN EL QUE SE 
EFECTÚE LA EROGACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). 
 
El artículo citado, al establecer que los conceptos no deducibles a que se refiere la Ley del 
Impuesto sobre la Renta deberán considerarse en el ejercicio en el que se efectúe la erogación y 
no en aquel en el que formen parte del costo de lo vendido, provoca el reconocimiento anticipado 
del efecto fiscal de un concepto no deducible, con lo cual se afecta injustificadamente la renta 
neta que servirá de base para la determinación de la contribución. Ello es así, pues en un sistema 
de deducción del costo de lo vendido, la erogación de un gasto no conlleva una afectación a la 
situación jurídica en materia fiscal, pues únicamente representa una modificación en el concepto 
de activo que posee el causante y, en tal virtud, no refleja una alteración en el haber patrimonial 
susceptible de gravarse. Así, al conminarse a reconocer los gastos no deducibles en el ejercicio en 
el que se erogan, se obliga a los contribuyentes a impactar su esfera jurídica anticipadamente, en 
la medida de una cantidad y un concepto que, en congruencia con el cambio del sistema de 
deducción, no deberían tener un efecto fiscal sino hasta el momento en el que se reconoce el 
costo de ventas correspondiente, de ser deducible. Por lo anterior, el artículo 28, último párrafo, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero de 2014, transgrede el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues obliga a reconocer los efectos de 
conceptos no deducibles en el ejercicio en el que se eroguen y no en el que forman parte del costo 
de lo vendido, con lo cual se da lugar a la determinación de una utilidad ajena a la que 
corresponde bajo el esquema de deducción de costo de lo vendido. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 675/2015. GKN Driveline Celaya, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 61/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017183  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a./J. 62/2018 (10a.)  
 
RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO CONTRA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 28 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014. 
 
El precepto indicado transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al constreñir a los 
contribuyentes a reconocer los efectos de conceptos no deducibles en el ejercicio en el que se 
eroguen y no en el que forman parte del costo de lo vendido, con lo cual, se da lugar a la 
determinación de una utilidad ajena a la que corresponde bajo el esquema de deducción de costo 
de ventas. En tal virtud, los efectos de la sentencia concesoria del amparo contra el último párrafo 
del artículo 28 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, consisten en que éste no se aplique a los 
quejosos, con lo cual se les libera de la obligación de reconocer de manera anticipada el efecto de 
los conceptos no deducibles que por su naturaleza formen parte, a su vez, del costo de ventas 
deducible. Obligación que deberá actualizarse y habrán de cumplir hasta el momento en el que 
esos conceptos no deducibles efectivamente formen parte del costo de lo vendido, a fin de que la 
utilidad fiscal o el resultado fiscal que lleguen a reportar en sus operaciones, no se vea 
contaminado con conceptos que corresponden a otros periodos, y que provocan que la tasa del 
gravamen se aplique a un monto que no es acorde con la capacidad contributiva del causante. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 675/2015. GKN Driveline Celaya, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 62/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017182  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXIV/2018 (10a.)  
 
PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES QUE TENGAN A SU CARGO CRÉDITOS FISCALES 
DETERMINADOS Y EXIGIBLES, NO PAGADOS O GARANTIZADOS. EL ARTÍCULO 69, PÁRRAFOS 
PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN CONTIENE UN ACTO 
DE MOLESTIA RESPECTO DEL CUAL NO RIGE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
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El precepto citado prevé la publicación de la lista de los contribuyentes que tengan a su cargo 
créditos fiscales determinados y exigibles, que no se encuentren pagados ni garantizados, lo cual 
constituye un acto de molestia en el que no rige el derecho de audiencia previa, ya que se trata de 
un supuesto de excepción a la reserva de información de los contribuyentes y que constituye un 
acto de información para las personas que celebran operaciones comerciales con aquéllos. Por tal 
motivo, su constitucionalidad deriva de que las formalidades que deben observarse para los actos 
de molestia se desprenden directamente del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, esto es, que se emita por escrito, por autoridad competente y con la debida 
fundamentación y motivación. Además, el último párrafo del artículo 69 del Código Fiscal de la 
Federación, prevé el procedimiento de aclaración ante el Servicio de Administración Tributaria, en 
el que podrán aportarse pruebas y se deberá resolver en el plazo de 3 días, contados a partir del 
día siguiente al en que se reciba la solicitud correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 222/2018. Escmar Desarrollos, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017165  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 60/2018 (10a.)  
 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE 
EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE 
DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
El estímulo fiscal que otorga el decreto indicado a empresas maquiladoras consistente en una 
"deducción adicional" de los pagos realizados que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el 
trabajador, no genera un trato diferenciado injustificado entre contribuyentes que llevan a cabo 
operaciones de maquila en términos de los artículos 181 y 182 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, y aquellos que tributan con fundamento en el Título II de la propia ley, relativo a las 
personas morales del régimen general, pues, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha determinado que existen diferencias sustantivas en la forma de tributar y calcular la 
utilidad fiscal, por lo que no se trata de sujetos comparables. Lo anterior, sin que el pago por 
servicios personales subordinados que constituyen ingresos exentos para los trabajadores y la 
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necesidad de posicionarse como empresas competitivas en el plano internacional se erija como un 
punto de comparación idóneo, pues desde el punto de vista fiscal esas erogaciones no se reflejan 
de la misma forma ni en la misma magnitud en el cálculo de la utilidad fiscal. Por tanto, el decreto 
mencionado que otorga el estímulo fiscal referido no transgrede el principio de equidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 84/2015. Bluemarin Services, S.A. de C.V. y otra. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 60/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017164  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 59/2018 (10a.)  
 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE 
EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE 
DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO NULIFICA EL EFECTO DE LA LIMITANTE DEL ARTÍCULO 
28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2014. 
 
El estímulo fiscal que otorga el decreto indicado consistente en una "deducción adicional" de 
pagos realizados de erogaciones que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el trabajador, en 
estricto sentido no es una deducción adicional en los términos que aplicaría a un contribuyente del 
régimen general de ley, pues el estímulo constituye una reducción sobre utilidades previo al 
cálculo del impuesto. Lo anterior es así, pues si bien el decreto mencionado le llama "deducción 
adicional", lo cierto es que en un procedimiento ordinario del régimen general, conforme al 
artículo 9, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para obtener la utilidad fiscal se deben 
disminuir de la totalidad de los ingresos acumulables obtenidos en el ejercicio, las deducciones 
autorizadas y la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas pagada en el 
ejercicio. Sin embargo, en el caso de las maquiladoras, la utilidad fiscal es estimada conforme a los 
porcentajes y términos establecidos en los artículos 181 y 182 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, o bien, determinada mediante un acuerdo anticipado de precios de transferencia con 
fundamento en el diverso artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación. Así, no podría 
considerarse que el estímulo que contempla el decreto se trata de una deducción que se aplique 
contra ingresos acumulables, sino de una figura aminorativa distinta que reduce la utilidad fiscal 
para calcular el resultado fiscal como base para el impuesto sobre la renta. De esta forma, el 
estímulo contenido en el decreto no nulifica el efecto de la limitante que sobre deducción de 
erogaciones que a su vez constituyan ingresos exentos para el trabajador, prevé el artículo 28, 
fracción XXX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, porque en tanto la utilidad fiscal tratándose 
de empresas maquiladoras se obtiene mediante los procedimientos mencionados, la "deducción 
adicional" prevista en aquél, no tiene la misma funcionalidad y magnitud que por su parte tienen 
las deducciones autorizadas en términos del régimen general de ley. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 84/2015. Bluemarin Services, S.A. de C.V. y otra. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 59/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de junio de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 


